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Resumen Ejecutivo 
 
 
Desde el Centro de Archivos y Acceso a la Información Pública (CAINFO)            
agradecemos en primer lugar a la Comisión por recibirnos a efectos de exponer             
nuestra opinión  sobre el proyecto de ley de Urgente Consideración. 
 
Nuestra visión proviene de una organización de la sociedad civil con más de diez              
años de experiencia en la promoción, el seguimiento y la incidencia en asuntos que              
tienen que ver con la libertad de expresión y el acceso a la información pública,               
tanto a nivel nacional como regional.  
 
En la actualidad Cainfo integra dos grandes alianzas regionales ​sobre estos           
temas: la red de Intercambio para la Libertad de Expresión (IFEX), que integran 24              
organizaciones de América Latina y el Caribe, y la Alianza para la Libertad de              
Expresión, de la que forman parte 17 organizaciones de la región. Hemos            
participado en procesos de monitoreo a nivel internacional como las audiencias de            
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y el Examen Periódico Universal           
de las Naciones Unidas, o actividades conjuntas con agencias de Naciones Unidas            
como Unesco y Unicef, o proyectos de cooperación con la Unión Europea.  
 
Nos queremos enfocar en algunos artículos del proyecto, especialmente los          
que afectan la libertad de expresión y el acceso a la información pública​, que,              
a nuestro juicio, ​de resultar aprobados implicarían un claro retroceso en           
materia de derechos humanos para el país ​y una violación de tratados y             
convenciones internacionales a los que Uruguay adhirió a través de su ratificación            
parlamentaria.  
 
Esto se suma al hecho de que e​l mecanismo de trámite parlamentario abreviado             
elegido para el tratamiento del proyecto de ley resulta insuficiente ​dada la            
complejidad de varios de los asuntos tratados. Sobre todo cuando su aprobaciòn            
puede impactar de forma negativa en derechos que el Estado está obligado a             
garantizar. 
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1. Restricciones a la protesta pacìfica y afectación de libertad de expresión  
 
Los Artículos 11,14, 45, 465, 466 y 467 implican una violación de la obligación del               
Estado de garantizar la protesta pacífica y, además de implicar una limitación a su              
ejercicio legítimo, incurre en una penalización que incumple los estándares          
universales e interamericanos de derechos humanos.  
 
Además, otorgan una amplia discrecionalidad a la policía para impedir, disolver y            
reprimir protestas y manifestaciones de cualquier índole, utilizando criterios vagos y           
atribuyendo intencionalidad delictiva a los participantes. 
 
Debemos recordar que el llamado ​derecho a la protesta social, se considera            
clave para el desarrollo de sociedades libres y democráticas​, porque habilita la            
expresión de demandas postergadas, especialmente de los sectores más         
vulnerables y menos visibilizados de la sociedad. Se trata de un derecho clave para              
el acceso a otros derechos (tanto políticos como económicos, sociales y culturales)            
por lo que existe una fuerte interconexión con el derecho a la libertad de expresión,               
que está especialmente protegido por el sistema universal de derechos humanos.  
 
Entendemos que el uso de la fuerza por parte de los agentes de seguridad debe               
atenerse al principio de necesidad y proporcionalidad​, tal como lo expresan los            
compromisos internacionales a los que el país adhirió en su momento, pero este             
aspecto no se tiene en cuenta en el Artículo 11, lo que a nuestro entender implica                
un ​riesgo de arbitrariedad muy alto, en especial en un contexto de protesta             
social, aumentando las posibilidades de que se produzcan hechos de          
violencia institucional que queden impunes​.  
 
La redacción de este artículo acumula una serie de situaciones difusas (“agravie,            
atente, arroje objetos, amenace, insulte o afrente, por palabras, escritos o hechos”),            
otorgando al funcionario policial -por el simple hecho de serlo- una inmunidad que             
se asemeja mucho a la impunidad, presuponiendo que todo el accionar policial es             
correcto y ajustado a derecho (como dice el artículo 49 de este mismo proyecto), y               
todo aquel que se le oponga por casi cualquier mecanismo se convierte en un              
criminal, pasible de encarcelamiento. ​Y el delito se agrava cuanta más jerarquía            
tiene el funcionario​, categoría jerárquica que no tiene por qué conocer el ciudadano. 
 
Además, la redacción del artículo puede derivar en que si una persona dice o              
escribe algo que a juicio de un funcionario policial resulta ofensivo o agraviante,             
puede ser penada con prisión (este aspecto sufrió un empeoramiento en el Senado,             
donde se aumentó la pena de 12 a 18 meses). Esto implica un riesgo especialmente               
alto para los periodistas y los medios de comunicación, ya que mediante su trabajo              
se realiza un indispensable control de los funcionarios públicos, y son los vehículos             

3 



Comentarios del Centro de Archivos y Acceso a la Información Pública sobre el proyecto de Ley de Urgente Consideración 

naturales en las sociedades democráticas por donde se canaliza la crítica, muchas            
veces dura, del accionar de los funcionarios públicos.  
 
Algo similar sucede con el Artículo 14, referido a la Ocupación indebida de espacios              
públicos, ya que se incluye en esta redacción a todas las eventuales posibilidades             
de ocupación, atribuyéndoles por defecto una intención espuria, que linda con lo            
delictivo. 
 
Según los estándares humanitarios a los que el país adhirió a través de su              
aprobación parlamentaria, las limitaciones al derecho de protesta deben ser la           
excepción. ​Las alteraciones en la rutina de funcionamiento cotidiano debido a una            
protesta son parte de la mecánica de una sociedad plural, donde conviven intereses             
diversos, aún cuando el ejercicio de este derecho pueda afectar circunstancialmente           
a otros, como en el caso del libre tránsito.  
 
Asimismo, en ninguno de los dos artículos se establece un mecanismo de rendición             
de cuentas en relación al uso de la fuerza y accionar de las fuerzas de seguridad,                
como establecen las recomendaciones de la Comisión Interamericana de Derechos          
Humanos en diferentes pronunciamientos e informes temáticos. 
 
Por otro lado, debido a su estrecha vinculación con los aspectos detallados            
anteriormente, CAinfo ve con profunda preocupación la intención reglamentarista del          
derecho a la huelga que se incluye en el Artículo 388 del proyecto en cuestión.  
 
Según el informe de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la CIDH,               
titulado “Protesta y Derechos Humanos”, “el derecho a la huelga es una de las              
expresiones del derecho a la libertad de asociación, y ha sido considerada una de              
las formas más comunes de ejercicio del derecho a la protesta”.  
 
En un abierto desconocimiento de estos estándares admitidos por el sistema           
interamericano de derechos humanos, el Artículo 388 habilita al empleador a           
desactivar la huelga de hecho, impidiendo la ocupación de los lugares de trabajo y              
permitiendo entrar a quienes no están de acuerdo con la huelga resuelta por el              
sindicato, y a los propios empleadores.  
 
En definitiva, se reglamenta la huelga en beneficio de los contrarios a la misma y se                
abre la puerta a la discrecionalidad del accionar policial cuando se combina esta             
redacción con el aludido Artículo 11.  
 
Otra amenaza al derecho a la protesta social pacífica está agrupada en los artículos              
465, 466 y 467, cuando se pretende legislar respecto a la “Protección a la libre               
circulación”. Aquí se deja librada a la arbitrariedad de los agentes de seguridad del              
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Estado el uso de la fuerza, e incluso prevé el auxilio de “otros organismos públicos”,               
con una indefinición absolutamente contraria a los estándares analizados         
profusamente en este informe. 
 
Oficinas de las Naciones Unidas que ya han acercado su opinión al parlamento             
sobre este tema, así como los relatores sobre los derechos a la libertad de reunión               
pacífica y de asociación; sobre ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias; y           
sobre la promoción y protección del derecho a la libertad de opinión y de expresión,               
han sido claros en que este conjunto de artículos está contra las normas             
internacionales.  
 
 
2. Sobre información reservada 
 
Los Artículos 125 y 126 que refieren a la información reservada, secreta y             
restringida en el ámbito del Sistema Nacional de Inteligencia del Estado son            
regresivos en materia de Acceso a la Información Pública y afectan la protección de              
datos personales. 
 
La actual redacción implica ​carencias en materia del diseño institucional de           
dicha Secretaría, ya que otorga más potestades a la Presidencia de la República al              
habilitar un manejo absolutamente discrecional de esos datos eludiendo el contralor           
de otros organismos del Estado y de los poderes Legislativo y Judicial. 
 
Si bien a nivel internacional se admite que exista información reservada en función             
de altos intereses nacionales, también es cierto que se ponen límites, se instauran             
mecanismos de rendición de cuentas y se consagra el adecuado equilibrio entre los             
poderes.  
 
En este caso, sin embargo, no se establecen criterios para el manejo de la              
información, como por ejemplo quiénes serán los funcionarios que tendrán acceso a            
la misma, cuánto tiempo se tendrá la información en poder de las autoridades ni              
tampoco se fija una fecha para su desclasificación, como es costumbre en los             
países que han legislado en la materia de manera meditada, transparente y            
democrática.  
 
De mantenerse la actual redacción, se consagra, por tanto, la ​falta de control del              
Poder Judicial, así como la posibilidad de recurrir ante la Unidad de Acceso a              
la Información Pública (UAIP) o la Unidad de Protección de Datos Personales. 
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Entendemos que la Ley de Acceso a la Información Pública, en su artículo 9, ya               
contempla las causales de reserva que podrían aplicarse para proteger intereses           
legítimos vinculados a la seguridad del Estado. 
 
Recordamos que, de acuerdo a los estándares internacionales, el principio rector           
en materia de acceso a la información, en poder de todos los organismos             
públicos debe ser el de máxima divulgación . Por eso es importante que las             1

limitaciones del derecho a buscar, recibir y divulgar información, deben estar previa            
y expresamente fijadas en una ley, y su consagración debe ser lo suficientemente             
clara y precisa como para no dar un nivel excesivo de discrecionalidad a             
funcionarios que deciden si se divulga o no la información. 
 
Como hemos reiterado desde la fundación de la organización, entendemos que se            
deben tomar medidas para mejorar la transparencia de las acciones del Estado en             
vez de aprobar medidas que buscan retacear información. Es por eso que            
consideramos necesario señalar la conveniencia de habilitar un debate con la           
adecuada apertura y el tiempo suficientes a fin de armonizar la legislación nacional             
con los estándares consensuados internacionalmente, en línea por ejemplo con el           
actual debate para actualizar la Ley Modelo Interamericana de Acceso a la            
Información Pública, que tiene lugar en estos momentos en el ámbito de la             
Organización de Estados Americanos (OEA).  
 
 
3. Acceso a la información y privacidad 
 
En este aspecto queremos destacar la decisión adoptada en el Senado de            
suprimir el artículo 105 del proyecto original que brindaba una total           
discrecionalidad al Ministerio del Interior para solicitar a las empresas de           
telecomunicación “información detallada de la localización geográfica del        
terminal de llamadas, sin necesidad de que exista una orden judicial”. 
 
A nuestro juicio, esto demuestra la importancia de habilitar un debate más amplio y              
con tiempos acorde a la complejidad y gravedad de los temas abordados en el              
proyecto.  
 
Como último aspecto a destacar en este Resumen Ejecutivo, es importante señalar            
que muchos de estos artículos comentados líneas más arriba también impactan de            
manera grave y directa en el ejercicio de la libertad de expresión de los y las                
periodistas, ya que limitan las posibilidades de cumplir sin cortapisas ni amenazas            
con el rol de contralor de los funcionarios estatales.  

1 Ley Modelo Interamericana de Acceso a la Información Pública. Disponible en: 
https://www.oas.org/es/sla/ddi/docs/AG-RES_2607_XL-O-10_esp.pdf  
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Como ya lo mencionamos, los artículos que criminalizan los escritos que puedan            
resultar ofensivos o agraviantes para funcionarios policiales abren la puerta para el            
amedrentamiento de periodistas y medios de comunicación, pero además los          
obstáculos que se ponen al acceso a la información pública implican un retroceso             
grave en esta materia y ponen un manto de opacidad en muchas áreas de acción               
del Estado. 
 
Además, en los contextos de protesta social, se presenta un riesgo adicional ante la              
cobertura de estos eventos, ya que la arbitrariedad que se le concede a la Policía               
puede afectar también la seguridad de los trabajadores de los medios de            
comunicación, afectando su tarea de registro de episodios en ámbitos públicos, e            
impidiendo que la población tenga acceso a información de notorio interés público.  
 
Como señalamos en nuestra visita a la comisión especial del Senado, de acuerdo a 
los instrumentos del sistema interamericano, el ejercicio conjunto de todos estos 
derechos fundamentales hace posible el libre juego democrático, la libre expresión 
de las disidencias y el debate abierto y plural. Resulta preocupante que a través de 
este proyecto Uruguay inicie un camino hacia el recorte de estas libertades.  
 
Muchas gracias. 
 

Montevideo, 23 de junio de 2020 
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ANÁLISIS DETALLADO DE ALGUNOS ARTÍCULOS DEL  
PROYECTO DE LEY DE URGENTE CONSIDERACIÓN 

 
 

PROTESTA SOCIAL Y DERECHOS HUMANOS  
 
El proyecto de Ley de Urgente Consideración incluye varios artículos que plantean a             
nuestro criterio un retroceso en los estándares de protección sobre el derecho a la              
protesta social pacífica, especialmente amparados en el sistema interamericano         
debido a su vinculación directa con el derecho a la libertad de expresión.  
 
Existe una fuerte interconexión entre este derecho y los derechos de reunión y             
asociación. Las reuniones, definidas como toda congregación intencional y temporal          
de un grupo de personas en un espacio privado o público con un propósito concreto,               
“desempeñan un papel muy dinámico en la movilización de la población y la             
formulación de sus reclamos y aspiraciones, pues facilitan la celebración de eventos            
y, lo que es más importante, ejercen influencia en la política pública de los Estados”. 
 
Tenemos ejemplos permanentes de la realización de protestas o manifestaciones          
pacíficas, que han servido para reivindicar derechos, protestar por medidas          
gubernamentales, celebrar hitos en la conquista de libertades o condenar prácticas           
violentas que deben ser combatidas y penalizadas. Como ejemplos de ello podemos            
citar la Marcha del Silencio que se realiza cada 20 de mayo en reclamo de Memoria,                
Verdad, Justicia y Reparación, la del 8 de marzo que conmemora el Día             
Internacional de la Mujer, o la del 28 de setiembre cuando se festeja el Día de la                 
Diversidad.  
 
Pero más allá de estas ocasiones, donde se realizan concentraciones          
multitudinarias, existen ocasiones donde pequeños grupos de personas se reúnen          
para ejercer de manera pacífica su derecho a la protesta social, muchas veces en              
contra de políticas gubernamentales, reclamando la intervención estatal o en el caso            
de sectores vulnerables, intentando hacer oír su voz en defensa de derechos            
postergados.  
 
Es en estos casos cuando el derecho a la protesta se encuentra fuertemente             
asociado a las actividades de defensa de los derechos humanos, incluyendo           
demandas de reconocimiento, protección o ejercicio de un derecho. Y en muchas de             
estas ocasiones, el destinatario del reclamo es el Estado en su conjunto o alguna de               
sus autoridades.  
 
La protesta también está estrechamente vinculada a la promoción y defensa de la 
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democracia, según lo ha reconocido expresamente en sus sentencias la Corte           
Interamericana de Derechos Humanos, por lo que reprimir una protesta que           
defiende derechos consagrados implica un grave retroceso para la vida          
democrática.  
 
Esto es lo que está en juego en varios de los artículos incluidos en el presente                
proyecto, entre ellos el artículo 11, que instaura la figura del “Agravio a la autoridad               
policial”, el Artículo 14 que refiere a la Ocupación indebida de espacios públicos, el              
Artículo 45 referido a la Oportunidad para el uso de la fuerza, el Artículo 465 que                
declara ilegítimos los “piquetes” realizados en espacios públicos o privados que           
afecten la libre circulación de personas, bienes o servicios y el Artículo 466 que              
faculta el uso de la fuerza pública para disolver tales concentraciones.  
 
En primer lugar nos quisiéramos referir al Artículo 11, que instaura la figura del              
“Agravio a la autoridad policial”, por ser una figura que consagra la posibilidad de la               
arbitrariedad de los agentes estatales de seguridad, en especial en un contexto de             
protesta social.  
 

Artículo 11. (Agravio a la autoridad policial).- Agrégase al Código Penal el            
siguiente artículo: “ARTÍCULO 173 TER. (Agravio a la autoridad policial).- El           
que obstaculice, agravie, atente, arroje objetos, amenace o insulte, por          
palabras, escritos o hechos, a la autoridad policial en ejercicio de sus            
funciones o con motivo de estas, será castigado con una pena de tres a              
dieciocho meses de prisión. No será castigada la manifestación de mera           
discrepancia, emitida con respeto a las normas legales y reglamentarias. Son           
circunstancias agravantes para este delito y ameritan la imposición de un           
guarismo punitivo superior a la mitad de la pena: 1. Que la conducta descripta              
se ejercite por tres o más personas. 2. Que la conducta descripta se ejecute              
contra un número plural de funcionarios. 3. La elevación jerárquica del           
funcionario ofendido. 4. Que la conducta descripta se realice en las           
inmediaciones de la sede donde el funcionario presta servicio habitualmente          
o del domicilio del mismo. Es circunstancia atenuante, la retractación del           
ofensor, aceptada por el funcionario en cuestión, manifestada y asentada en           
audiencia”. 
 

 
La redacción de este artículo acumula una serie de situaciones (“menosprecie,           
agravie, atente, arroje objetos, amenace, menoscabe, insulte o afrente, por          
palabras, escritos o hechos”) sin una definición precisa, otorgando al funcionario           
policial -por el simple hecho de serlo- una inmunidad que se asemeja mucho a la               
impunidad, presuponiendo que todo el accionar policial es correcto y ajustado a            
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derecho, y todo aquel que se le oponga por cualquier mecanismo se convierte en un               
criminal, pasible de encarcelamiento.  
 
Como ha dicho recientemente el relator especial para la Libertad de Expresión,            
Edison Lanza, en su redacción actual el Artículo 11 de la LUC “crea un delito de lesa                 
majestad contra autoridades policiales” y desconoce los avances en la materia           
realizados por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos al declarar          
incompatibles con la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH) a las           2

figuras penales que impiden la crítica dura y robusta contra los funcionarios.  
 
Este artículo, en consecuencia, es una violación flagrante a las obligaciones           
contraídas por el Estado Uruguayo al suscribir la CADH en sus artículos 13, 15 y               
16.2, y en la interpretación dada a estos por la Corte y la Comisión Interamericana               
de Derechos Humanos. En este último caso, este aspecto está desarrollado           
ampliamente en el informe titulado “Protesta y Derechos Humanos”, publicado por la            
CIDH el pasado 31 de diciembre de 2019.  
 
Según esta interpretación de la Convención, las restricciones deben estar previstas           
en la ley en forma previa y de manera expresa, taxativa, precisa y clara, tanto en el                 
sentido formal como material. Las leyes que establecen las limitaciones a las            
protestas sociales deben estar redactadas en los términos más claros y precisos            
posibles, ya que el marco legal que regula la libertad de expresión debe proveer              
seguridad jurídica a los ciudadanos.  
 
Además, nos parece especialmente cuestionable que lejos de mejorar su redacción,           
en el Senado se produjo un agravamiento del castigo, aumentando la pena máxima             
de 12 a 18 meses de prisión. 
 
En directa relación con el artículo anterior, resulta preocupante la redacción del            
Artículo 14:  
 

Artículo 14. (Ocupación indebida de espacios públicos).- Sustitúyese el         
artículo 368 del Código Penal por el siguiente: “ARTÍCULO 368. (Ocupación           
indebida de espacios públicos).- El que fuera del ejercicio del derecho           
consagrado en el artículo 57 de la Constitución de la República, ocupare            
espacios públicos acampando o pernoctando en ellos, será intimado por          
parte de la autoridad departamental, municipal o policial correspondiente a          
retirarse en forma inmediata y a que desista de su actitud. De permanecer o              
persistir, será castigado con una pena de siete a treinta días de prestación de              
trabajo comunitario. Siempre que se constaten las conductas referidas, la          

2 Convención Americana de Derechos Humanos. Disponible en: 
https://www.oas.org/dil/esp/tratados_b-32_convencion_americana_sobre_derechos_humanos.htm  
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persona será trasladada a una dependencia del Ministerio de Desarrollo          
Social a los efectos de que se recabe su identidad, se le ofrezca una              
alternativa adecuada a su situación y se dé cuenta al Juez competente”.  

 
La ocupación de espacios públicos es un mecanismo histórico de protesta social            
pacífica, ya sea por lapsos breves o mediante campamentos más extensos, con el             
fin de llamar la atención de la opinión pública sobre hechos que afectan a un               
colectivo, que muchas veces no tiene acceso de otro modo a los medios de              
comunicación o a las autoridades estatales.  
 
En los meses anteriores a la aparición de la pandemia de Covid-19, todos fuimos              
testigos de los desbordes policiales, violaciones a los derechos humanos en general            
y de los manifestantes en particular, por parte de funcionarios policiales de distintos             
países de América Latina.  
 
Los abusos policiales ocurridos en el segundo semestre de 2019 en países como             
Chile, Ecuador o Bolivia, se suman a los ocurridos tiempo antes en otras naciones              
de la región como Brasil, Nicaragua o Venezuela, donde además de reprimir a             
personas - que ejercían su derecho a la protesta - con armamento letal que              
ocasionó heridas graves y muertes, se produjeron torturas, violaciones y          
detenciones arbitrarias.  
 
Esto demuestra lo peligroso que puede ser recurrir a este tipo de figuras que ponen               
a la policía en una situación de superioridad respecto a sus conciudadanos,            
otorgándoles la potestad de usar la fuerza de manera desproporcionada y sin la             
rendición de cuentas sobre sus actos.  
 
Este peligro está reforzado en la redacción de otro artículo que nos plantea             
preocupación por su efecto en el ejercicio de las libertades.  
 

Artículo 45. (Oportunidad para el uso de la fuerza). Sustitúyese el artículo            
20 de la Ley Nº 18.315, de 5 de julio de 2008 (Ley de Procedimiento Policial),                
el que quedará redactado de la siguiente forma:  
 
F) Deba disolver reuniones o manifestaciones que perturben gravemente el          
orden público, o que no sean pacíficas, en cuanto en las mismas participen             
personas que porten armas propias o impropias o que exterioricen conductas           
violentas.  

 
La CIDH también reconoce en el informe publicado recientemente que, cualquiera           
sea la modalidad de la protesta, los instrumentos interamericanos establecen que el            
derecho de reunión debe ejercerse de manera pacífica y sin armas. En el mismo              

11 



Comentarios del Centro de Archivos y Acceso a la Información Pública sobre el proyecto de Ley de Urgente Consideración 

sentido, la Comisión reconoce que los Estados tienen el deber de adoptar las             
medidas necesarias para evitar actos de violencia, garantizar la seguridad de las            
personas y el orden público.  
 
Sin embargo, al hacer uso de la fuerza en estos contextos los Estados deben              
adoptar medidas proporcionales al logro de estos objetivos y no obstaculizar de            
manera arbitraria el ejercicio de los derechos en juego en las protestas. 
 
En este artículo, lejos de atender estas recomendaciones, se plantea que los            
alcances del mismo serán objeto de una reglamentación posterior, pero dada la            
discrecionalidad que le otorga a los funcionarios policiales el texto del artículo, esta             
práctica legislativa deja en manos del Poder Ejecutivo un cheque en blanco para             
establecer de forma unilateral los criterios para el uso de la fuerza sin habilitar una               
discusión en el parlamento electo democráticamente, o el aporte de diferentes           
visiones desde la sociedad civil organizada o la academia.  
 
Considerando estos mismos estándares del sistema interamericano de derechos 
humanos, resulta preocupante la redacción del Artículo 388 referido al Derecho de 
huelga.  
 

Artículo. 388. (Libertad de Trabajo y derecho de la dirección de la empresa).-             
El Estado garantiza el ejercicio pacífico del derecho de huelga, el derecho de             
los no huelguistas a acceder y trabajar en los respectivos establecimientos y            
el derecho de la dirección de las empresas a ingresar a las instalaciones             
libremente.  

 
Teniendo en cuenta el conjunto de disposiciones ya analizadas en este documento,            
CAinfo ve con profunda preocupación la intención reglamentarista del derecho a la            
huelga que implica la redacción de este artículo de la LUC. 
 
Según el informe de la RELE “Protesta y Derechos Humanos”, “el derecho a la              
huelga es una de las expresiones del derecho a la libertad de asociación, y ha sido                
considerada una de las formas más comunes de ejercicio del derecho a la protesta.              
La protesta suele ser un importante medio de acción y de prosecución de objetivos              
legítimos por parte organizaciones y colectivos, y como tal también puede           
encontrarse protegida por el derecho a la libertad de asociación, previsto en el             
artículo XXII de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre;             
artículo 16 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos” .  3

3 Artículo XXII de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; Artículo 8 del 
Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales (“Protocolo de San Salvador”); Artículo 23 de la Declaración 
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Los Relatores de Naciones Unidas también incluyen en sus informes a las            
demostraciones, huelgas, sentadas y ocupaciones pacíficas, como parte del         
ejercicio de los derechos de asamblea y reunión pacífica. Las altas cortes            
nacionales e internacionales han interpretado que el derecho de reunión pacífica y            
sin armas no debe interpretarse de forma restrictiva, dado que constituye un            
elemento fundamental de la democracia . 4

 
Sin embargo, la redacción del Artículo 388 habilita al empleador a desactivar la             
huelga de hecho, impidiendo la ocupación de los lugares de trabajo, y permitiendo             
entrar a quienes no están de acuerdo con la huelga resuelta por el sindicato, y a los                 
propios empleadores. En definitiva, se reglamenta la huelga en beneficio de los            
contrarios a la misma. 
 
Otra amenaza al derecho a la protesta social pacífica está agrupada en los artículos              
465, 466 y 467, cuando se pretende legislar respecto a la “Protección a la libre               
circulación”.  

 
Artículo 465. (Piquetes que impidan la libre circulación).- Decláranse         
ilegítimos los piquetes que impidan la libre circulación de personas, bienes o            
servicios, en espacios públicos o privados de uso público.  
Artículo 466. (Preservación del derecho a la libre circulación y el orden            
público).- El Ministerio del Interior dispondrá las medidas pertinentes a los           
efectos de preservar los espacios públicos o privados de uso público cuya            
circulación se pretenda obstaculizar o impedir por personas, vehículos u          
objetos de cualquier naturaleza, a fin de garantizar el derecho a la libre             
circulación y el orden público. Para tal fin dicha Secretaría de Estado podrá             
requerir en forma directa el auxilio de otros organismos públicos, así como            
coordinar, en tal caso, la actividad tendiente a dar cumplimiento a lo            
dispuesto en el inciso anterior.  
Artículo 467. (Actuación en casos de hechos de apariencia delictiva).- En           
caso de hechos de apariencia delictiva, las autoridades actuantes detendrán          
a los presuntos infractores e informarán de inmediato al Ministerio Público.  

 
En estos artículos de la octava sección del proyecto se plantean medidas que en              
nuestra opinión implican una violación de la obligación del Estado de garantizar el             
cumplimiento de derechos especialmente protegidos por el sistema interamericano y          
el universal de derechos humanos. También se deja librada a la arbitrariedad de los              

Universal de Derechos Humanos; Artículo 22 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 
Artículo 8 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 
4 ONU, Informe del Relator Especial sobre los derechos a la libertad de reunión pacífica y de 
asociación, MainaKiai, AHRC-20-27, pár. 12. 
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agentes de seguridad del Estado el uso de la fuerza, e incluso prevé el auxilio de                
“otros organismos públicos”, con una indefinición absolutamente contraria a los          
estándares analizados profusamente en este informe. 
 
Una vez más nos referimos al informe de la RELE publicado en el mes de diciembre                
bajo el título “Protesta y Derechos Humanos” en el que se manifiesta que el derecho               
a la libre manifestación y a la protesta pacífica son “elementos esenciales del             
funcionamiento y la existencia misma del sistema democrático, así como un canal            
que permite a las personas y a distintos grupos de la sociedad expresar sus              
demandas, disentir y reclamar respecto al gobierno, a su situación particular, así            
como por el acceso y cumplimiento a los derechos políticos y los derechos             
económicos, sociales, culturales y ambientales”. 
 
Según manifestó la RELE, los Estados “deben asegurar el disfrute de los derechos a              
la libertad de expresión, reunión y asociación a todas las personas y a todos los               
tipos de organizaciones y asociaciones sin necesidad de autorización”. Además          
plantea la necesidad de “establecer por ley, de forma clara y explícita, la presunción              
a favor de la licitud de las manifestaciones y protesta pacífica, lo que implica que las                
fuerzas de seguridad no deben actuar bajo el supuesto de que constituyen una             
amenaza al orden público”. 
 
“La protesta suele ser un importante medio de acción y de prosecución de objetivos              
legítimos por parte organizaciones y colectivos, y como tal también puede           
encontrarse protegida por el derecho a la libertad de asociación, que incluye los             
derechos sindicales y de huelga”, aprobado por la Comisión Interamericana de           
Derechos Humanos (CIDH). 
 
Basándose en las disposiciones de la Convención Americana de Derechos          
Humanos, la RELE recuerda que las eventuales restricciones a la protesta pacífica            
“deben estar basadas en la ley y en la medida que sean necesarias para asegurar               
los derechos a quienes no participan de la protesta, la protección de la seguridad              
nacional, el orden público, la salud o moral pública. Por lo tanto, las limitaciones              
deben ser la excepción. Las alteraciones en la rutina de funcionamiento cotidiano            
debido a una protesta son parte de la mecánica de una sociedad plural, donde              
conviven intereses diversos. Por eso las restricciones deben ser proporcionales,          
interfiriendo lo menos posible con el ejercicio legítimo del derecho a la protesta”,             
agrega el informe. 
 
“El Estado tiene una obligación general de respetar el ejercicio del derecho a la              
protesta basado en estándares internacionales de derechos humanos, lo cual          
implica abstenerse de impedir u obstaculizar la protesta social”, indica el documento            
elaborado por el relator Edison Lanza. 
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En esta misma línea, el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas está              
desarrollando una observación general sobre el Artículo 21 del Pacto Internacional           
de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP) sobre el derecho de reunión pacífica,            
considerando que es clave en sociedades libres y democráticas, porque habilita la            
expresión de creencias y manifestaciones culturales, especialmente porque dan voz          
a demandas de sectores marginados, vulnerables y menos visibilizados. 
 
Los Estados y sus agentes deben facilitar y crear un entorno propicio para el              
ejercicio de los derechos de reunión. Por lo tanto tienen obligaciones positivas de             
prestar asistencia a los participantes para que logren sus objetivos legítimos. Incluso            
puede ser necesario bloquear las calles, desviar el tráfico o proporcionar seguridad            
a los participantes de las protestas. 
 
Esas obligaciones positivas también entrañan el establecimiento de un marco          
jurídico en el que se puedan ejercer eficazmente esos derechos y la protección de              
los participantes contra posibles vulneraciones de agentes no estatales, como la           
injerencia o la violencia por parte del resto de  la población. 
 
Entre los tipos de protesta contenidos en estas protecciones especiales se           
encuentran los denominados “piquetes”, que la LUC pretende criminalizar, e incluso           
considera legítimo el uso de implementos que impidan el reconocimiento facial de            
los participantes de las protestas.  
 
 

INFORMACIÓN RESERVADA 
 
El manejo que se pretende dar a la información recopilada por el Sistema Nacional 
de Inteligencia del Estado es otro de los aspectos que presenta graves riesgos para 
la privacidad de las personas, y que incumple las obligaciones del Estado uruguayo 
en la materia.  
 

Artículo 125.​ ​(Información reservada y restringida, e información secreta).- 
Sustitúyese el artículo 29 de la Ley Nº 19.696, de 29 de octubre de 2018, el 
que quedará redactado de la siguiente forma: “ARTÍCULO 29. (Información 
reservada y restringida, e información secreta).- Se considerarán reservados 
y de circulación restringida, para todos los efectos legales, de acuerdo al 
artículo 9º de la Ley Nº 18.381, de 17 de octubre de 2008, los antecedentes, 
las informaciones y los registros que obren en poder de los órganos que 
conforman el Sistema Nacional de Inteligencia de Estado y de su personal, 
cualquiera que sea su cargo. Asimismo, tendrán dicho carácter aquellos otros 
antecedentes de los que el personal de tales órganos, por cualquier razón, 
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tome conocimiento en el desempeño de sus funciones. Se considerarán 
secretos los actos, documentos, registros, actividades y cualquier otro 
material o insumo de los órganos que integran el Sistema Nacional de 
Inteligencia de Estado, cuya difusión pueda provocar daño a los acuerdos 
internacionales de cooperación en materia de inteligencia, al Estado de 
Derecho, a la independencia del Estado respecto de otros Estados u 
organismos internacionales, y a las relaciones con estos. Dicha clasificación 
será realizada por el Director de la Secretaría de Inteligencia Estratégica de 
Estado, y solo se podrá acceder a la misma mediante resolución fundada del 
Presidente de la República actuando en Consejo de Ministros”.  
Artículo 126.​ (Acceso a la información reservada del Sistema Nacional de 
Inteligencia de Estado).- Sustitúyese el artículo 36 de la Ley Nº 19.696, de 29 
de octubre de 2018, el que quedará redactado de la siguiente forma: 
“ARTÍCULO 36. (Acceso a la información reservada del Sistema Nacional de 
Inteligencia de Estado).- La información producida y sistematizada por los 
organismos que conforman el Sistema Nacional de Inteligencia de Estado 
posee carácter absolutamente reservado. Se podrá acceder a dicha 
información exclusivamente por orden judicial y siempre que sea solicitada 
por la defensa de un indagado, imputado o acusado. Queda exceptuada de 
este régimen la información secreta, la que se regirá conforme lo establecido 
en el inciso tercero del artículo 29 de la presente ley. La información 
producida y sistematizada por los organismos que conforman el Sistema 
Nacional de Inteligencia de Estado carece por sí sola de valor probatorio 
inculpatorio (artículo 22 de la Constitución de la República)”.  

 
 
Queremos manifestar nuestra preocupación por lo establecido en los artículos 125 y            
126 del proyecto de ley sobre la información reservada, secreta y restringida en el              
ámbito del Sistema Nacional de Inteligencia del Estado. 
 
Si bien en el Senado se hicieron algunos ajustes a estos artículos, mantenemos             
nuestras discrepancias con la iniciativa. Podemos decir que estos artículos vienen a            
empeorar aún más lo establecido en la ley 19.696 sobre la regulación del Sistema               5

Nacional de Inteligencia del Estado. 
 

5 El artículo 29 de la ley dice: “​Se considerarán reservados y de circulación restringida, para todos los 
efectos legales, de acuerdo al artículo 9° de la Ley N° 18.381, de 17 de octubre de 2008, los 
antecedentes, las informaciones y los registros que obren en poder de los órganos que conforman el 
Sistema Nacional de Inteligencia de Estado y de su personal, cualquiera que sea su cargo. 
Asimismo, tendrán dicho carácter aquellos otros antecedentes de los que el personal de tales 
órganos, por cualquier razón, tome conocimiento en el desempeño de sus funciones”. 
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Expresamos que esta reforma planteada en el proyecto de urgente consideración           
tiene los siguientes problemas: 
1) es regresiva en materia de Acceso a la Información Pública. 
2) afecta la protección de datos personales. 
3) es regresiva en materia de garantías debido a que le brinda más potestades a la                
Presidencia de la República y se la quita a los organismos del Estado que pueden               
tener control parlamentario; falta de control judicial y falta de control por parte de la               
Unidad de Acceso a la Información Pública (UAIP) o la Unidad de Protección de              
Datos Personales. 
 
Entendemos que la Ley de Acceso a la Información Pública, en su artículo 9, ya               
contempla las causales de reserva que podrían aplicarse para proteger intereses           
legítimos vinculados a la seguridad del Estado. 
 
En nuestra opinión, el artículo 125 del proyecto modifica el artículo 29 de la ley               
19.692 incluyendo como reservados, en forma genérica, sin fundamentar razones          
de interés público ni ponderar la prueba de daño a toda la información en poder del                
Sistema, independientemente de su naturaleza y contenido y considera secreto otro           
conjunto grande información por la sola clasificación que haga el Director de            
Inteligencia. 
 
El Artículo 126 del proyecto, en tanto, deja además prácticamente sin efecto la             
acción judicial prevista por la Ley 18.381.  
 
Además, contrario a los estándares en la materia no se establece un plazo de              
tiempo máximo para declarar reservada una información por lo que no hay            
posibilidad de desclasificación de información. 
 
Recordamos que, de conformidad con los estándares internacionales, el principio          
rector en materia de acceso a la información en poder de todos los organismos              
públicos debe ser el de máxima divulgación . En este marco, es importante tener             6

presente que las limitaciones del derecho a buscar, recibir y divulgar información            
deben estar previa y expresamente fijadas en una ley, y su consagración debe ser lo               
suficientemente clara y precisa como para no conferir un nivel excesivo de            
discrecionalidad a los funcionarios que deciden si se divulga o no la información. 
 

6 El derecho de acceso a la información en poder del Estado se encuentra protegido bajo el artículo 
13 de la Convención Americana ratificada por nuestro país. El derecho de acceso a la información no 
es un derecho absoluto y puede ser limitado. Pero en tanto elemento constitutivo de la libertad de 
expresión, estas limitaciones, deben dar cumplimiento estricto a los requisitos derivados del artículo 
13.2 de la Convención Americana, esto es: condiciones de carácter excepcional, consagración legal, 
objetivos legítimos, necesidad y proporcionalidad. 
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Cabe recordar que en los Principios Globales sobre Seguridad Nacional y el            
Derecho a la Información (2013), si bien contemplan la posibilidad de clasificar en             
forma legítima aquella información sobre seguridad nacional proporcionada por         
gobiernos extranjeros con expectativa expresa de confidencialidad, aclaran que "no          
se podrá clasificar información por motivos relativos a la seguridad nacional           
simplemente con el argumento de que fue generada por, o transmitida a un Estado              
extranjero o un organismo intergubernamental, determinada autoridad pública o         
unidad dentro del ámbito de una autoridad" . 7

 
Como comentario general, desde Cainfo entendemos que se deben tomar medidas           
para mejorar la transparencia de las acciones del Estado en vez de aprobar             
medidas que buscan retacear información.  
 
Aprovechando que en ocasión de la presentación del proyecto de LUC se alude a la               
necesidad de profundizar en la transparencia del Estado, como lo han hecho varios             
representantes de este gobierno, volvemos a plantear la necesidad de instalar una            
discusión abierta, transparente y democrática (fuera de las urgencias que plantea           
esta modalidad legislativa) de una actualización de la ley 18.381.  
 
Entre esos aspectos sobre los cuales consideramos necesario legislar, para          
armonizar las leyes nacionales a los estándares interamericanos en la materia,           
señalamos los artículos que permiten declarar “confidencial” o “reservada” una          
información.  
 
También es necesario aumentar la nómina de sujetos obligados a brindar           
información y darle un nuevo diseño institucional a la Unidad de Acceso a la              
Información Pública para que sea un servicio descentralizado con autonomía          
presupuestal y funcional, sus resoluciones sean vinculantes y pueda aplicar          
sanciones a organismos y funcionarios que incumplan sus obligaciones. 
 
 

Montevideo, 23 de Junio de 2020 
 

 
 
 
 
 
 

7 Ver Principios 3, 5, 9, 27 y 28 
https://www.oas.org/es/sla/ddi/docs/acceso_informacion_Taller_Alto_Nivel_Paraguay_2018_docume
ntos_referencia_Principios_Tshwane.pdf  
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DOCUMENTOS CONSULTADOS PARA LA ELABORACIÓN DEL INFORME 
 
Convención Americana de Derechos Humanos.​ Disponible en: 
https://www.oas.org/dil/esp/tratados_b-32_convencion_americana_sobre_derechos_humanos.htm  
 
Informe Protesta y Derechos Humanos de la CIDH​. Disponible en: 
https://www.oas.org/es/cidh/expresion/publicaciones/ProtestayDerechosHumanos.pdf  
 
Informe del Relator Especial sobre los derechos a la libertad de reunión pacífica y de 
asociación, Maina Kiai​. Disponible en: 
https://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/BDL/2015/10174.pdf  
 
Informe del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos​. 
Disponible en: 
https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G14/068/74/PDF/G1406874.pdf?OpenElement  
 
Ley Modelo Interamericana de Acceso a la Información Pública​. Disponible en: 
https://www.oas.org/es/sla/ddi/docs/AG-RES_2607_XL-O-10_esp.pdf  
 
Principios Globales sobre Seguridad Nacional y el Derecho a la Información o Principios de 
Tshwane​. Disponible en: 
https://www.oas.org/es/sla/ddi/docs/acceso_informacion_Taller_Alto_Nivel_Paraguay_2018_docume
ntos_referencia_Principios_Tshwane.pdf 
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